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Resumen (Abstract): Es necesario instaurar una planificación estratégica del proceso penal, comenzando por una estimación del tiempo que le llevará al fiscal concluir la investigación. Pero esa estimación de tiempo debe realizarse en todos los supuestos y no sólo ante el requerimiento de una medida de coerción personal como la prisión preventiva. El justiciable no puede hacerse cargo con su tiempo-vida, libertad y angustia psíquica de la burocracia o desidia de la administración pública, muchas veces autorizada por los largos plazos previstos en la ley; plazos institucionales, no plazos previstos en términos de vida humana. La propuesta implica una modalidad de gestión por objetivos que redunde en una más eficaz y eficiente organización de causas y tiempos de acción ya no funcional con un lento y burocrático sistema de justicia, sino con los factores humanos en concreto, “en vivo” que haya para ponderar en cada caso particular y que nadie mejor que los mismos operadores pueden conocer -generando mayor responsabilidad y compromiso-, sin otro plazo  legal  apriorísticamente previsto que el de la prescripción.
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I. INTRODUCCIÓN.
Este breve trabajo pretende dar una nueva vuelta de tuerca sobre lo que debe entenderse por “plazo razonable” y su incidencia en la aceptación o no de muchos institutos restrictivos de bienes humanos fundamentales (como la libertad, la defensa en juicio y el derecho al debido proceso) de la mano instrumental de una adecuada estrategia de gestión.
Todos hemos oído el clissé acerca de que “los tiempos de la justicia no son los de la gente”; cuando eso se palpa en la realidad cotidiana se torna inaceptable. El derecho es para la vida, está al servicio del hombre, y de modo alguno esta ecuación puede invertirse. Claro que todos debemos en algún momento sufrir restricciones en nuestro querer, en nuestra individualidad o en nuestra libertad por el sólo hecho de vivir y -más precisamente- de vivir con otros (con-vivir), en sociedad, en comunidad. La “otredad” y también el “nosotros” impone límites a nuestras acciones. Pero los límites de los límites, para ser aceptables,  se fundan en su razonabilidad.
Ante la creciente crisis de deslegitimación que afronta el derecho penal, muchas y variadas recetas se han propuesto para intentar diseñar un sistema eficaz y eficiente; pero la frecuente desvinculación de las políticas criminales con estudios empíricos científicamente fundados acerca de la problemática de la criminalidad,  la seguridad ciudadana y el “miedo al crimen” así como a  la realidad judicial y especificidades socio-históricas regionales hacen caer en saco roto las más bienintencionadas propuestas. Así, suele suceder con no poca frecuencia la instalación de “soluciones”  que no son sino parches del sistema, y terminan por privilegiar intereses ocultos (cuando no (espurios o demagógicos) con enmiendas poco serias a institutos reciclados sin responder a su verdadero espíritu ni naturaleza. 
El caso más prototípico lo constituye seguramente el de los tiempos de la investigación, y dentro de ella particularmente la cuestión de la prisión preventiva. ¿Por qué queda preso el imputado que goza de la presunción ficcional de inocencia? Hay respuestas históricas y más actuales, jurisprudenciales, normativas y doctrinarias de toda clase pero siempre fundadas –implícita o explícitamente- en la peligrosidad: por procesalmente peligroso; por socialmente peligroso; porque es reincidente (y eso demuestra que es un peligro); porque tiene varias excarcelaciones y no sabemos si es o no un peligro pero por las dudas hay que dejarlo preso pues “algo habrá hecho”. 
Si se funda o no en algún tipo de peligro o si es o no pena anticipada la prisión preventiva es un debate que se extenderá mientras permanezca este instituto dentro de alguna legislación; pero se puede volver repentina y prácticamente superficial si tornamos al encierro “razonable”. Algo similar ocurre con la duración del proceso y el derecho a obtener un pronunciamiento que acabe con la incertidumbre sobre nuestra suerte.

El plazo razonable se presenta así como la medida de lo tolerable. Intentaremos, a lo largo de este trabajo, profundizar esta idea y cómo plasmarla.
II. ¿QUÉ ES LO “RAZONABLE”?
Podemos comenzar a introducirnos en esta problemática acordando un primer punto básico: que en todo análisis jurídico -como en toda materia que se somete al conocimiento del hombre- hallamos diversos niveles de análisis: uno es interno, que suele darse en llamar el contexto de “descubrimiento”: es donde surgen las primeras concepciones sobre la base de una intuición; de una sensación, en un soporte subjetivo: son los “motivos”, el puntapié inicial, el punto de partida, la punta del ovillo que engendrará las primeras preguntas y las primeras hipótesis de investigación. A ello le sigue el surgimiento de otro ámbito: es el contexto de justificación porque, como seres racionales que somos, ostentamos la imperiosa necesidad de poder sustentar con argumentos nuestra primigenia idea y posterior teoría para intentar persuadir a los demás de su acierto.
En este segundo contexto -el de justificar la idea- son muchos los factores que juegan para lograr el éxito (o aceptación), para lograr que se  gane un lugar en la comunidad científica de que se trate; pero básicamente podemos sintetizar dos: uno es la racionalidad, o justificación lógica y puramente formal, para evitar que resulte incoherente o contradictoria, o imposible. La otra cae en lo razonable, y cae en el terreno material, de los contenidos, saltando a un terreno resbaladizo: el de una visión antropológica del derecho.
Entre las muchas perplejidades de nuestro lenguaje, sin dudas la multivocidad y equivocidad de muchos vocablos ponen en jaque hasta al proponente mejor plantado. La idea de razonabilidad, y más en el ámbito jurídico, y sus muchos sentidos lo ponen de manifiesto
.

Por eso, de todos, y para el tema que nos ocupa hoy, destaco dos por su fuerza y claridad:

· el primero es el de razonabilidad definida como un concepto negativo que nos acerca Chaim Perelman y Aulis Aarnio, con sus variantes: razonabilidad como lo no inaceptable; como el límite a la insensatez. ¿Qué es razonable? Pues lo que no es ciertamente inaceptable. Esto nos lleva a un problema sobre el que luego volveremos, que es el de “¿inaceptable para quién?”;

· el otro concepto muy interesante relacionado con la razonabilidad es más práctico y concreto, utilizado por muchos Tribunales y destacados juristas como Germán Bidart Campos y que consiste en un estándar de ajuste a la Constitución.

A riesgo de incurrir en simplificaciones, pero dada la naturaleza del presente trabajo, concluimos que ambos conceptos implican lo mismo: un mínimo pero muy sólido límite a la insensatez, pensados y acordados para un espacio y un tiempo determinados que es el nuestro, aquí y ahora.
III. RAZONABILIDAD, SEGURIDAD JURÍDICA, EFICIENCIA Y EFICACIA. 
¿Es un concepto de “goma”?
¿Es la razonabilidad un concepto elástico, un concepto de “goma” al decir de Geny? Pues parece que si con esto nos referimos a la evidente exigencia de una adecuación a la contingencia social y cultural, sí. Este enfoque pertenece al orden de la procura de un consenso fáctico sobre el tema, con fundamento -al menos en un Estado Democrático de Derecho- en lo que acepte la mayoría de una comunidad.
Sin embargo tampoco esto será la panacea, pues sin dudas ese consenso fáctico se apoya en una ficción, porque los acuerdos ostentan distintos niveles según el papel que en él jueguen los prejuicios sociales, el nivel de información del auditorio, la habilidad argumentativa de los postulantes a las diversas teorías y muchos más factores ”espurios”
. 
Parece que tendremos que acostumbrarnos a vivir con la angustia de lo temporal, de lo contingente. Hay que elegir y comprometerse, siempre al borde del naufragio. Esa es la esencia del hombre y su obra, siempre dinámica, siempre cambiante. Esa naturaleza es también estructuralmente contradictoria, porque al tiempo que se flexibiliza y adapta, cae en la inestabilidad; y el ser humano necesita siempre una respuesta que no admita dobleces. Por eso muchas veces se recurre a conceptos ideales y abstractos, rígidos, que idealiza y elucubra como valores eternos, invariables, universales, absolutos. Un faro, un astrolabio, una brújula que no siempre parecen estar a mano. En tiempos de descrédito y desprestigio en la imagen de la justicia, de conmoción social, de generalizada inseguridad ontológica y crisis económica la idea de razonabilidad aparece más polifacética que nunca: como desafío, como tabla de salvación y como renovada y artera herramienta de la demagogia. 
Sin embargo, ese maleable concepto de razonabilidad aparece más claro cuando se mira a través del prisma de la Constitución Nacional y de los  Tratados y Convenciones Internacionales de Derechos Humanos: “El Estado democrático tal como se lo concibe actualmente, según el modelo nacido a partir de las revoluciones liberales de finales del siglo XVIII y comienzos del XIX, y extendido en nuestros días casi universalmente, es un Estado autolimitado, especialmente cuando se trata de su instrumento más torpe y brutal: el poder penal”
. 
En particular, veremos que la construcción de la idea de razonabilidad como medida de tiempo -como “plazo razonable”-, que atraviesa toda la concatenación de actos de un proceso penal, contribuye a construir -o a socavar hasta la aniquilación- los cimientos de muchas instituciones procesales penales; al punto de limitar muchas veces la problemática de la  eficacia -en el sentido de cumplimiento de los fines proyectados- a su realización en determinados plazos.
IV. LA MEDIDA DE LO RAZONABLE: LAS GARANTÍAS CONSTITUCIONALES. METODOLOGÍA, ESTRATEGIA Y GESTIÓN.
La garantía básica recién enunciada, conocida como el Plazo Razonable de Duración del Proceso Penal, tiene hoy manifestación positiva en la Convención Americana de Derechos Humanos, en la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre y en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, todos ellos con jerarquía constitucional desde la reforma de 1994 (art. 75 inc. 22 CN). El art. 7.5 de la CADH expresa: “Toda persona detenida o retenida tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable” y el art. 8.1: “Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable”; el art. 25 de la DADDH dispone: “Todo individuo que haya sido privado de su libertad tiene derecho a ser juzgado sin dilación injustificada”; y finalmente el art. 14.3.C del PIDCYP establece: “Durante el proceso, toda persona acusada de un delito tendrá derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas: a ser juzgada sin dilaciones indebidas”.

La razonabilidad en el cumplimiento de plazos para el ejercicio del poder punitivo estatal y la reacción del imputado incide y se proyecta directamente y en forma instrumental sobre todas las demás garantías, a las que atraviesa con capacidad potenciadora o neutralizadora, según -precisamente- el nivel de tal razonabilidad que sean capaces de alcanzar.
Es que en un Estado Democrático de Derecho, el mal que el poder punitivo inflinge a sus súbditos debe ser permanentemente limitado, acotado por los parámetros de razonabilidad y racionalidad; nunca debe desviarse de los fines para los cuales fueron creados y que son consensuados mediante un mecanismo ficcional de  aceptación por “mayorías” y representaciones por elección popular.
La existencia de plazos más o menos razonables termina entonces por revelar la verdadera naturaleza de muchas instituciones -como la prisión preventiva en tanto cautelar o en tanto pena anticipada- y bien entendido se constituye en guardián de la autonomía procesal frente al avasallamiento de políticas de neto corte autoritario, represivo; o al menos -y hasta tanto sinceremos sus verdaderas intenciones- contribuye a atenuar el mal que éstas generan. Es una cuestión con un fuerte perfil cuantitativo: lo malo, si breve, es menos malo. 

Cuando las políticas de represión invaden el proceso penal, sostenidas y acicateadas por voraces e inescrupulosos medios de comunicación a través de discursos simplistas y demagógicos de “mano dura” al servicio de algún interés económico inconfesable -erigiendo a los jueces en encargados de resolver la problemática de la criminalidad-, sólo se logra atropellar las garantías que tanto dolor y siglos de lucha le ha costado a la humanidad.  
El proceso penal al servicio de la Constitución Nacional es debido proceso; de lo contrario, sólo es un adeudado proceso
. 
El primer indicio de lo dicho es el instituto de la prescripción, surgida como límite a la potestad punitiva estatal -siempre poderosa, siempre potencialmente peligrosa para la libertad y dignidad de los ciudadanos- que en el Código Penal se manifiesta así:

Art. 59: “La acción penal se extinguirá: ...3° Por la prescripción;...”.

Art. 62: “La acción penal se prescribirá durante el tiempo fijado a continuación: ...”.

Art. 67: “...la prescripción se interrumpe solamente por...” (y determina sus causales)
Al limitar los tiempos para el ejercicio de poder, la prescripción se muestra como una sanción a quien no los cumple: pone en evidencia la ineficiencia del sistema.; y los intentos por burlarla -como la antigua y muchas veces arbitraria “secuela de juicio”-  implican una vez más un abuso de poder.
Sin embargo y antes de eso, consideramos que la determinación de muchos plazos en función de su razonabilidad y necesariedad no puede descansar sólo en aquellos que en forma apriorística, abstracta y genérica fijen las leyes de fondo y/o procesales, sino fundamentalmente en el compromiso y responsabilidad de los propios operadores del sistema mediante un sistema estratégico de gestión: ellos son los protagonistas, los actores y directores a la vez de la trama de la administración de justicia en cada caso particular y concreto que, por tanto, ostentará variables de múltiple consideración que escapan a toda previsibilidad legal. 
El imprimir al accionar judicial un sistema de gestión por objetivos implica que los operadores se compenetren profundamente con las razones de interés público que justifican la existencia de la institución; cuál es su función y cuál la mejor manera de cumplirla, estimulando un espíritu más dinámico, constructivo, previsible, colaborativo, fundado, medible y por tanto evaluable. A la vez, estimula a los funcionarios “…al análisis y evaluación de principios tradicionales y procedimientos rutinarios, aceptados sin mayor discusión. Es una verdad compartida por muchos empleados públicos, que abundan las organizaciones que operan bajo el imperativo de ‘siempre lo hicimos así’”
.
En este punto, conviene distinguir que la gestión en materia de procesos penales puede dividirse en dos categorías diferentes: por un lado, la meramente técnica o administrativa que está a cargo de las Oficinas de gestión judicial correspondiente, de vital importancia para evitar más que nada pérdidas de tiempo y frustración de actos, haciendo las veces de organizador de agendas (y está a cargo de gabinetes o equipos técnicos como administradores de empresas o ingenieros); pero por otro lado –y éste es al que nos referiremos enseguida-, hay otros manejos de tiempos que escapan de la competencia y control que incumbe a esa oficina –como los que puede llevar una investigación-; se refieren a la función judicial y también debe ser planificado, controlado y evaluado mediante estrategias de gestión políticamente definidas cuya aplicación y responsabilidad corresponda en primer lugar a los operadores judiciales
. Ambos sistemas de medida de tiempo contribuyen a configurar normas de calidad en el servicio de justicia.
Plazo “razonable” es, entonces, aquel que insumió una buena gestión investigativa y de juzgamiento.

Para ser más claros, veamos ahora en forma breve y concreta algunas propuestas respecto a la incidencia de la razonabilidad -o no- de los plazos en instituciones tales como la incomunicación, la investigación, la prisión preventiva y la duración del juicio y la responsabilidad en su gestión de los operadores.
V. TIEMPO Y GESTIÓN. ALGUNAS PROPUESTAS.
1. LA INVESTIGACIÓN Y LA PRISIÓN PREVENTIVA. El “tiempo-vida” y la responsabilidad en la gestión de los agentes investigadores.
Una práctica que ya se viene realizando en muchos países es la de requerir –por parte del juez de garantías- una estimación del tiempo que le llevará al fiscal concluir la investigación. Este factor resulta determinante a los efectos de que el juez decida aceptar –o no- la aplicación de un encierro preventivo, porque teniendo un panorama de lo que puede durar la investigación (y por ende, la prisión), es más sencillo evaluar su conveniencia y el nivel de tolerancia a las consecuencias de la prisonización, pues no será lo mismo que indique dos meses que dos años. 
Una prisión preventiva que implique la pérdida de libertad por tiempo prolongado -situación más que frecuente en nuestro lento y burocrático proceso penal- supone necesaria e ineludiblemente una despersonalización de quien la sufre; siempre termina por implicar, nos guste o no, un adelanto de pena; pues no hay modo de reparar ese tiempo de encarcelamiento sin condena, esa confiscación del período de vida de la persona. El preso preventivo, el preso que sigue sosteniendo su presunción de inocencia, ostentaba hasta hace poco -en forma paradójica- menos beneficios que el condenado; pues éste llega a gozar de los beneficios que puede acordarle el régimen penitenciario -como el de visitas íntimas- a los cuales no tiene en principio derecho el primero. Para atenuar toda esta problemática, se han ideado e incluso instaurado legalmente una serie de dispositivos morigeradores y alternativos, pero que en definitiva no resuelven el problema de fondo: el del preso  sin condena y su aflicción, incomprensible si no es pensado como un adelanto de pena. Este discurso, de admitirse, es políticamente incorrecto y técnicamente injustificable en un Estado Democrático de Derecho, razón por la cual se alude a toda clase de maquillajes institucionales. La mayor evidencia de esto es, como lo dice Víctor Corvalán
, cuando al momento de practicarse el cómputo de la pena aplicada se tiene en cuenta el tiempo cumplido teórica e hipócritamente en el cumplimiento de la medida “cautelar”. Se admite así que ya cumplió parte de su pena… ¡y menos mal que es así!
Pensamos que el único remedio a esta difícil problemática es, otra vez, el tiempo. Pero no cualquier tiempo: la mayoría de las regulaciones procesales penales contemplan plazos máximos de duración para la prisión preventiva, pero son generalmente de dos o tres años. ¿Y la razonabilidad? ¿Es razonable un plazo de prisión sin condena de dos o tres años? ¿Para quién es razonable este plazo? ¿Para consolidar un lento e ineficiente sistema de investigación sin responsabilidades para los funcionarios y magistrados morosos que “se toman su tiempo” para ver qué pasó? ¿Qué fomente excusas basadas en chicanas y dilaciones indebidas?
Si se lograra consolidar un sistema de exigencia de anticipo de los plazos que se necesitarán para iniciar el juicio o debate con un bloque de responsabilidades por no cumplimentarlos, toda la discusión sobre la perversidad de la prisión preventiva y sus maquillajes morigeradores pierden gran parte de su necesidad y sentido.

Como dice Perfecto Andrés Ibáñez
, “El encarcelamiento preventivo, con sobrados méritos, ha polarizado históricamente la atención de los juristas sensibles. Pero, no obstante la enormidad de su injusticia y la indisoluble aporía que inserta en el corazón mismo del sistema penal, ha terminado por prevalecer, incluso entre aquéllos, un pacto con la realidad que en línea de principio es seguramente insostenible. De este pacto no escrito forma parte el confinamiento de la prisión provisional en el capítulo de los imponderables y, como tal, de lo inasequible al esfuerzo transformador. Así, la carrariana “injusticia necesaria”, ha acabado por ser asumida como rasgo indeleble del ADN del -de todo- sistema punitivo. En ese contexto de discurso, y por razones de economía (no sólo procesal), la aceptación de la intangibilidad del terrible instituto ha propiciado el desplazamiento del interés  de amplios sectores de juristas a un territorio menos abrupto y supuestamente independiente: el de la agilización de los ritmos del proceso, mediante lampedusianas reformas ocasionales.” 

No hay otra receta posible por ahora, pensamos, que la razonabilidad en el tiempo de la prisión preventiva; razonabilidad que no se ajusta a los estándares de comodidad ni a las excusas de los funcionarios ni del trámite burocrático e inquisidor, sino a términos de vida humana; “…obliga al jurista, so pena de deslegitimación, a una consideración radical del orden jurídico en clave coherentemente constitucional, es decir, transformadora. En este caso, a dejar de relegar al ámbito de lo jurídicamente irrelevante lo que el proceso penal hace con los derechos fundamentales del imputado”
.
Otra es la propuesta de Pastor
, quien sugiere topes legales –no de gestión- máximos, y soluciones compensatorias ante el vencimiento del plazo de prisión como un impedimento procesal que evite la prolongación del enjuiciamiento, del mismo modo en que la prueba viciada de ilegitimidad constitucional debe ser expulsada cuanto antes del proceso; cuando es éste como tal el aquejado de manera insubsanable de esa misma ilegitimidad esencial, tiene que cesar en su curso, pues sólo así el orden jurídico puede resultar internamente coherente. Para nosotros, entonces ya será demasiado tarde para quien ha sufrido el encierro. Incluso quisiéramos ir aún un poco más allá; pues consideramos que la estimación de tiempo para la investigación debe realizarse en todos los supuestos y no sólo ante el requerimiento de una medida de coerción personal como la prisión preventiva. Esto es así porque de ese modo es el propio fiscal quien, en consideración a las particulares características de la causa que va a investigar, asume cuánto tiempo necesita para ello y dispone su energía y su capacidad hacia la consecución responsable de ese cometido. Por su parte, ello constituye una promesa ante el juez de garantías, quien, una vez vencido el plazo, debe interpelarlo acerca de los resultados conseguidos en ese tiempo y tomar en consideración eventuales prórrogas o nuevos otorgamientos de plazo en virtud de la complejidad y demás factores que pudieron haber sobrevenido o haber sido descubiertos durante la marcha de tal investigación y que no respondan a demoras imputables al investigador. 
El justiciable no puede hacerse cargo con su tiempo-vida, libertad y angustia psíquica de la burocracia o desidia de la administración pública, muchas veces autorizada por los largos plazos previstos en la ley; plazos institucionales, no plazos previstos en términos de vida humana.
La propuesta no implica más cargas para el investigador sino –estamos convencidos - la posibilidad cierta de una más eficaz y eficiente organización de causas y tiempos de acción ya no en tiempos del lento y burocrático sistema de justicia, sino de los factores humanos en concreto, “en vivo” que haya para ponderar en cada caso particular que nadie mejor que el fiscal pueden conocer. 
Como toda propuesta novedosa puede generar resistencia o la idea de que no puede ser instaurada o sólo viene “a complicar las cosas” pero es justamente al revés, pues contribuye a prestigiar el trabajo y hasta a simplificarlo mediante una temprana planificación y toma de decisiones al estilo gerencial. 
Este sistema de gerenciamiento resulta incluso mucho más flexible que incumplibles (por breves) o irrazonables (por extensos) plazos legales para la investigación, y es perfectible a través de una buena base de datos con indicadores que  impliquen tiempo propuesto, metas cumplidas, requerimiento de prórrogas, fundamento del incumplimiento del plazo inicial, tiempo y motivos de la dilación y resultados totales a los fines de su posterior evaluación en cuanto a cumplimiento de metas y objetivos. Un sistema de gestión por objetivos donde este punto haga la veces de “Accountability” o rendición de cuentas público que genere compromiso, responsabilidad y transparencia.
2. EL JUICIO Y LOS RECURSOS.
Cuando hablamos de celeridad no debemos caer tampoco en el otro extremo dando por tierra todo lo que este concepto que venimos investigando -el de razonabilidad en los plazos- nos aporta: no es cuestión de atropellar ahora a las garantías constitucionales con un abuso del paradigma “rapidito” de sumarísimos y abreviados cuando no se ajusten a aquéllas.


Para una adecuada duración del proceso -incluyendo el debate y la etapa recursiva- habrá que tener en cuenta múltiples factores como criterios de proporcionalidad de las exigencias objetivas de una diligente investigación, la propia responsabilidad del interesado cuando se aprecien de estrategias dilatorias abusivas o directamente de sabotaje escudadas en el derecho a defensa. 

La exagerada duración del proceso conduce sólo a arbitrariedades: no hay método que pueda resolver la memoria del testigo que debe volver a declarar años después del hecho; el mismo imputado puede ser, él mismo ya “otra persona” muy diferente a aquél que cometió el hecho que se le endilga -de haber sido así-; se pierde el objeto y el valor de todo el esfuerzo persecutorio y los fines mismos de la pena.

No compensa a la víctima; no satisface a la sociedad, genera el escarnio  en los medios de comunicación y el descrédito del sistema todo, cuando no la responsabilidad estatal ante la impunidad o la arbitrariedad de una condena. Inseguridad jurídica, desproporción, disconformidad.
Inclusive en materia recursiva, el hecho de apelar por parte del actor penal (público o privado) una sentencia absolutoria -seriamente cuestionable a la luz de una serie de principios como el de impedir el doble conforme al imputado que se vea ahora condenado o el non bis in ídem: caso “Polak”, caso “Kang”- descartaría al menos el tercero de sus flancos débiles: el de violentar el plazo razonable (¡otra vez!) para ostentar un pronunciamiento firme que ponga fin a la precariedad del estado del imputado frente a la justicia penal. 
Cuando de juicios orales se trata, la función de gestión administrativa a la que ya hiciéramos referencia se vuelve vital para evitar demoras, postergaciones y frustraciones de audiencias. 
3. OTROS CASOS: LA INCOMUNICACIÓN Y LA DEFENSA

La incomunicación y el secreto del sumario evitaron durante mucho tiempo -y lo siguen haciendo- hasta el derecho del imputado a conferenciar privadamente con su defensor. Recién en estos tiempos este rigorismo se va atenuando con normas como las del actual CPP santafesino, que sí lo autoriza pero siempre inmediatamente antes de que el imputado pida declarar. 

Esto suele generar arduos debates y polémicas en torno a la posible vulneración o no del derecho, por un lado, a recibir la debida asistencia y asesoramiento profesional como parte integrante y momento primero del derecho de defensa; y por otro, a “privilegiar” el cuidado de la investigación para que en esos primeras horas o días posteriores a la comisión de un hecho con apariencia delictiva no se “filtre nada”. Que si el profesional va a retransmitir a terceros cómplices la información que le da el imputado; que si le va a ayudar o procurará ayudar a que se eliminen rastros o pruebas del delito, -cayendo en el espacio del encubrimiento o incluso de la participación-, son todas sospechas a partir de las cuales se construyen largas incomunicaciones en supuesta procura del no entorpecimiento de la investigación, y de paso para darle tiempo a los instructores para que se tomen, justamente, su tiempo. Un ejemplo paradigmático es el caso “Suárez Rosero”, donde el período total de incomunicación se prolongó desde su detención (el 23 de junio) hasta el 28 de julio de 1992, período durante el cual no se permitió al imputado recibir visitas de su familia ni comunicarse con un abogado, pese a hacerlo declarar el primer día en sede policial.  Durante este lapso, su único contacto con sus familiares se limitó al cambio de ropa y sucintas notas manuscritas que intercambiaban con “pasadores” pero siempre revisadas por el personal de seguridad.  

Todos los problemas que genera la incomunicación y los “ríos de tinta” -al decir de Von Kirschmann- que corren sobre el tema se borran con sólo darle al plazo de incomunicación una extensión “razonable” en términos de la persona que lo sufre y no del que necesita el investigador para esta cómodo La ley, como arma inerte para la pasión del tirano, sólo le será funcional si le da tiempo para ser cargada.
VI. RECETAS DE “GENÉRICOS”. LOS PARCHES DEL SISTEMA.
Para finalizar, propongo analizar brevemente de qué modo los tribunales (tanto nacionales como internaciones -europeo y americano-) han manejado la cuestión de la razonabilidad del plazo,  cuya esquematización
 nos ilustra muy claramente:
1. Jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos. Los “siete criterios” de la Comisión.
En el ámbito europeo la garantía toma su fuente del art. 6.1 del Convenio Europeo sobre Salvaguarda de los Derechos del Hombre y de las Libertades Fundamentales (Roma, 1950), que establece que  “Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable”.

· Caso “Wemhoff”: en este caso, resuelto el 27 de junio de 1968, se discutía la excesiva duración de la prisión preventiva, pero también la del proceso mismo, por la estrecha vinculación entre ambas. La Comisión Europea de Derechos Humanos decidió elevar esta denuncia al Tribunal, a los fines que se expida sobre el alcance de la expresión “razonable”, y fue entonces cuando ideó la doctrina de los “siete criterios”, a saber:

· La duración de la detención en sí misma.
· La duración de la prisión preventiva con relación a la naturaleza del delito, 
· a la pena señalada y a la pena que debe esperarse en el caso de condena.
· Los efectos personales sobre el detenido.
· La conducta del imputado en cuanto haya podido influir en el retraso del proceso.
· Las dificultades para la investigación del caso.
· La manera en que la investigación ha sido conducida.
· La conducta de las autoridades judiciales.

Sin embargo, y al igual que en el caso “Neumeister” del 27 de junio de 1968, el Tribunal rechazó esa doctrina, pero fijó los extremos dentro de los cuales debía contarse el plazo razonable de duración del proceso, que “empieza necesariamente el día en que se acusa a alguien” hasta “el fallo que resuelva sobre el fundamento de la acusación, lo que puede extenderse a la resolución que dicte la jurisdicción ante la cual se recurre, si se pronuncia sobre aquel extremo”.
· Caso “Stögmüller” del 10 de noviembre de 1969: el Tribunal siguió rechazando la aplicación de los siete criterios de la Comisión enunciando “la imposibilidad de traducir este concepto (el de plazo razonable) en un número fijo de días, de semanas, de meses o de años o en variar la duración según la gravedad de la infracción”.
· En casos posteriores (“Rigiesen” del 16 de julio de 1971, “König” del 8 de junio de 1978, “Eckle” del 15 de julio de 1982, y siguientes): El Tribunal estableció que para determinar si la duración de un proceso había sido razonable o no, se debía atender a:

· la complejidad del caso, 
· el comportamiento del demandante y 
· la manera en que el asunto fue llevado por las autoridades administrativas y judiciales.
2. Informes de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

Es interesante destacar que en “Genie Lacayo” -29 de enero de 1997- la Corte Interamericana de Derechos Humanos adoptó también la tesis del “no plazo”, estableciendo como criterios de razonabilidad, siguiendo al TEDH similares tres criterios que los recién enunciados del Tribunal Europeo (Rigiesen y demás). Del mismo modo lo hizo en el ya mencionado  “Suárez Rosero”, entre otros. 
3. Jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de los Estados Unidos de América. “Speedy trial” y “balancing test”:
· Caso “Barker v. Wingo”: La Corte se refirió aquí al derecho a un juicio rápido (Speedy Trial), contenido en la Enmienda 6°, expresando que muchas veces es la propia defensa la que contribuye a las injustificadas dilaciones en la tramitación de los juicios utilizándolas como estrategia para incidir, por ejemplo, en el olvido de los hechos por parte de los testigos. Coincidió con los criterios de otros tribunales acerca de la imposibilidad de precisar una definición concreta de esta garantía, pero propone determinarla con la creación del llamado “Balancing Test”, como sistema de pautas y variables para determinar si la garantía bajo estudio ha sido vulnerada: 
· la determinación del período concreto que llevó el caso; 
· el análisis de las razones brindadas por el Estado, para justificar el retraso; 
· la determinación sobre si las mismas son atendibles; 
· la conducta del imputado, a los fines de determinar si propició o activó dilaciones indebidas para retrasar el proceso; y 
· el análisis del perjuicio personal sufrido por el imputado, en virtud del retraso.

La doctrina del Balancing Test siguió siendo aplicada por la Corte, en pronunciamientos como “Doggett v. United States” entre muchos otros. 
4. Jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación y el “paralelogramo de las nulidades”.
· El leading case “Mattei” del 29 de noviembre de 1968 dio el puntapié inicial para que la Corte Suprema de Justicia de la Nación considerara que retrotraer el proceso a la etapa instructoria a través de la anulación de todo lo actuado después de su clausura, sin motivos reales (graves) de invalidación de los actos cumplidos, era jurídicamente intolerable. Asimismo, consideró que la seguridad jurídica y la necesidad de una administración de justicia rápida, imponían la vigencia de los principios de progresividad y preclusión procesales, conforme a los cuales, un proceso sólo podía ser retrogradado a etapas anteriores cuando sus actos previos no hubieran sido válidamente realizados, pero si no existían motivos de nulidad de los actos, la progresividad tendiente a la sentencia es irreversible, los actos válidamente realizados precluyen y no pueden ser repetidos. 
· De esta forma, la CSJN comenzó a esbozar la doctrina del "paralelogramo de las nulidades", que quedará expresada con más nitidez en "Frades”, donde esboza que los principios de seguridad jurídica, justicia rápida, progresividad y preclusión "…obedecen al imperativo de satisfacer una exigencia consustancial con el respeto debido a la dignidad del hombre, cual es el reconocimiento del derecho que tiene toda persona a liberarse del estado de sospecha que importa la acusación de haber cometido un delito, mediante una sentencia que establezca, de una vez para siempre, su situación frente a la ley penal" con -inclusive- eventual violación del principio de non bis in idem, ya que el proceso que está en condiciones de ser resuelto en definitiva es, en lugar de ello, retrogradado a etapas anteriores, ampliando de esta forma las fronteras tradicionales, que tanto la doctrina como la jurisprudencia le asignan a este principio.
· Caso “Mozzatti” del 17 de octubre de 1978: Esta causa tuvo una duración superior a veinticinco años, en la misma la CSJN se escandaliza ante la excesiva duración del proceso en cuestión afirmando que "… salta a la vista que resultaron agraviados hasta su práctica aniquilación, el enfático propósito de afianzar la justicia, expuesto en el Preámbulo, y los mandatos explícitos e implícitos, que aseguran a todos los habitantes de la Nación la presunción de su inocencia y la inviolabilidad de su defensa en juicio y debido proceso legal. Ello así, toda vez que dichas garantías constitucionales se integran por una rápida y eficaz decisión judicial", y que “Semejante situación es equiparable, sin duda, a una verdadera pena que no dimana de una sentencia condenatoria firme, y se sustenta sólo en una prueba semiplena de autoría y culpabilidad. Con ella, se hace padecer física y moralmente al individuo, no porque haya delinquido, sino para saber si ha delinquido o no, lo cual es contrario al principio que este tribunal ha enunciado en Fallos 272:188 de que la garantía constitucional de la defensa en juicio incluye el derecho de todo imputado a obtener un pronunciamiento que, definiendo su posición frente a la ley y a la sociedad, ponga término del modo más breve, a la situación de incertidumbre y restricción de la libertad que comporta el enjuiciamiento penal".
· Caso “Firmenich” del 28 de julio de 1987: Aquí la CSJN recurre a la jurisprudencia del TEDH, y citando alguno de los precedentes de aquél Tribunal referidos a este punto (“Neumeister”, “Stögmüller” y  "Ringeisen"), se enrola en la teoría del no plazo, guiándose en cambio por las circunstancias del caso con criterios determinados: la gravedad del hecho, sus características, las condiciones personales del imputado.
· Caso “Frades” del 14 de diciembre de 1989 (luego “Polak” y el reciente “Kang”, entre otros): La CSJN consideró (primero en minoría hasta la mayoría alcanzada en “Kang”) la conexión establecida implícitamente por la CSJN entre la garantía que nos ocupa y la del ne bis in idem, puesto que asegura no sólo el derecho contra una persecución penal múltiple, sino también contra una persecución penal excesivamente prolongada a través del artificio de no dictar la sentencia definitiva cuando el proceso ya ha llegado a ese momento y retrogradarlo a etapas anteriores con el pretexto de la anulación de los actos practicados. 

VII. CONCLUSIÓN.
La “razonabilidad” del tiempo es un concepto flexible cuando hablamos en abstracto -de ahí que sea difícil conceptualizarla positivamente-;  pero se solidifica y endurece a riesgo de quebrarse en cada caso concreto; y esto es lo que todo operador del sistema -llámese legislador, juzgador, acusador o defensor- debe tener siempre presente al planificar su actuación.

El tiempo es la vida; vida humana; en nuestra propia vida que corre y no se detiene; no tiene vuelta atrás ni compensación alguna; por lo tanto, no puede ser devorada por el sistema. De ahí que es el proceso el que debe adecuarse a la vida, y no la vida al proceso; el “plazo razonable” es aquél que de acuerdo con la Constitución de un Estado Democrático de Derecho podemos aceptar; el que no pasa la barrera de la insensatez ni se abusa de aquellos parámetros de tolerancia que la coexistencia nos manda soportar; y debe poder aplicarse, medirse y evaluarse mediante estrategias de gestión por objetivos.
En síntesis,  lo que hemos pretendido con el presente abordaje es que cuando algo es razonablemente utilizado (más aún si es en referencia a un mal)  se terminan los cuestionamientos; o, al menos, se minimizan. Si deseamos obtener realmente un proceso penal transparente y adecuado a la Constitución Nacional, primero debemos asegurarnos de conocer cuál es su verdadero objeto y construir estrategias de optimización. En caso contrario, sólo seguiremos con más parches, más desprestigio e ineficiencia en insondables cadenas de irresponsabilidades culpando de modo simplista una vez más a ese “nadie”  que “somos todos” y llamamos “Estado”.
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� La frase pertenece a nuestro querido profesor y amigo el Dr. Víctor Corvalán.


�FERNANDO SÁNCHEZ ALBAVERA, “Planificación estratégica y gestión pública por objetivos”,  publicación del Instituto Latinoamericano y del Caribe de Planificación Económica y Social (ILPES), Chile, marzo de 2003. Esquematiza este autor que “La ‘gestión por objetivos’ se desarrolló fundamentalmente en la empresa privada pero ahora hace parte esencial de lo que se ha dado en llamar la ‘reinvención del gobierno’. De lo que se trata es de alcanzar objetivos prefijados. Un objetivo es el resultado que se desea alcanzar. Los objetivos se logran mediante el desempeño de actividades. Estas vienen a ser los medios para conseguir un fin. Es muy importante hacer una distinción clara entre el medio o medios y el fin o fines. Los medios son los insumos y los fines son los productos o resultados. Lo importante es no solamente definir objetivos para obtener las metas planteadas sino también, precisar los objetivos y metas para hacer eficiente el uso de los medios o de los insumos. En gran medida, del cumplimiento de éstos depende el resultado final.


La literatura disponible define la ‘gestión por objetivos’ de diversas maneras pero todos los enfoques conducen a la obtención de indicadores de desempeño. Algunas de las definiciones más frecuentes, que se han extraído de la bibliografía consultada, son las siguientes:


• Es una forma de dirección dinámica, que integra la necesidad de la organización de lograr sus metas con las necesidades de contribuir al desarrollo de sus miembros.


• Es una forma de dirección en que el superior y los subordinados definen conjuntamente las metas de la organización; las áreas principales de responsabilidad de cada individuo, en términos de los resultados que se esperan de él; y que utiliza estos parámetros como guías operativas de la gestión.


• Es una forma de dirección que permite a los miembros de una organización, unir, ordenar y coordinar sus capacidades para alcanzar logros comunes.


• Es una forma de dirección para utilizar al máximo el potencial y la capacidad de cada recurso de una organización, imprimiéndole, al mismo tiempo, una orientación.


• Es una forma de dirección para trabajar en equipo, armonizando las aspiraciones personales de los interesados con el bien común.


• Es una forma de dirección en virtud de la cual, todo el trabajo se organiza en términos de resultados específicos que deben alcanzarse en un tiempo determinado, de forma tal, que contribuyan al logro de los objetivos de la organización.


• Es una forma de dirección por la cual, al principio de un período, que se pretende evaluar, superior y subordinado, discuten los resultados específicos que deben obtenerse, midiéndolos siempre que sea posible.


• Es una forma de dirección que enfatiza las metas que deben alcanzarse y que para su óptima realización, exige objetivos específicos que deben establecerse en cada puesto.


En esencia, la gestión por objetivos y resultados, divide el trabajo del administrador en sus funciones y actividades básicas, con el fin de escoger las de mayor importancia para una administración efectiva y que orienta y coordina con sus funcionarios para que hagan lo mismo, a efectos de lograr mayor productividad y satisfacción en el trabajo.”


� Conclusiones del XXV Congreso Nacional de Derecho Procesal 200: “La organización judicial se debe formular en tres planos: - de políticas institucionales (plan estratégico, indicadores, etc.), - plano operativo, donde se ubica la gestión y el case management y - plano logístico, donde encontramos las tecnologías de la información e infraestructura. 4. Corresponde distinguir: a) Las tareas exclusivamente jurisdiccionales (dictado de resoluciones y sentencias), b) la gestión del trámite de las causas (case management) y c) las cuestiones estrictamente administrativas de organización del tribunal ...”
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�Sobre el tiempo pena del imputado (a propósito de un libro ‘con nervio’ de Daniel R. Pastor)”, � HYPERLINK "http://www.eldial.com.ar" ��www.eldial.com.ar�  Continúa enunciando que si se consiente la prisión provisional -en tanto dispositivo consustancial a un modelo punitivo articulado en torno a la pena privativa de libertad-; si se resigna a la idea de un proceso penal penalizador -que aunque parezca una redundancia  no lo es-; a convivir con la prisión provisional como instrumento de disciplina social -con todo lo que ello implica-, al menos su estricta y restrictiva aplicación en el tiempo redundará en que constituya un mal menos malo que el actual. 
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